Fallo: T.L.O. c/ Colegio de Abogados y Procuradores de la Provincia de Mendoza s/ a.p.a.
En Mendoza, a los trece días del mes de marzo del año dos mil catorce, reunida la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa Nº 100.591, caratulada: "T.L.O. C/ COLEGIO DE ABOGADOS Y PROCURADORES DE LA PROVINCIA DE MENDOZA S/ A.P.A.". 

Conforme lo decretado a fs. 216 se deja constancia del orden de estudio efectua-do en la causa para el tratamiento de las cuestiones por parte de los Señores Ministros del Tribunal: primero: DR. OMAR PALERMO; segundo: DR. MARIO ADARO y tercero: DR. PEDRO J. LLORENTE. 

ANTECEDENTES: 

A fs. 13/15 el Dr. L.O.T., por su propio derecho, promueve acción procesal administrativa contra el Colegio de Abogados y Procuradores de la Primera Circunscripción Judicial de la Provincia de Mendoza a fin que se anule la resolución adoptada en fecha 31-3-2009 por el Tribunal de Ética y Disciplina de la Primera Cir-cunscripción Judicial de Mendoza, a fs. 53/56 vta. del expediente n° 1.045, caratulado: "T,L. p/ Sumario disciplinario", y sus posteriores ratificatorias. Funda en dere-cho y ofrece prueba. 

A fs. 27 se admite formalmente la acción interpuesta y se ordena correr traslado al Presidente del Colegio de Abogados y Procuradores de Mendoza y al Fiscal de Esta-do. 

A fs. 33/35 vta. comparece el Dr. Jorge L. Camps en representación del Colegio de Abogados y Procuradores de Mendoza y de la Federación de Colegios de Abogados de Mendoza. Contesta solicitando el rechazo de la demanda; funda en derecho y ofrece prueba. 

A fs. 39/40 vta. se hace parte el Dr. Eliseo Vidart en su carácter de Sub Director de Asuntos Legales de Fiscalía de Estado. Peticiona que se rechace la demanda, aunque limita su intervención a controlar la actividad probatoria y eventualmente, si resultara necesario, asumir la representación del interés fiscal a efectos de probar las circunstan-cias que favorezcan al mismo.Adhiere a la prueba ofrecida por la parte demandada y formula reserva del caso federal. 

A fs.43 el actor responde el traslado de las contestaciones a su demanda. 

Admitidas y rendidas las pruebas ofrecidas se agregan los alegatos, obrando a fs. 197/198 vta. el del actor; a fs. 199/201 vta. el de la demandada, y a fs. 202/203 el de Fiscalía de Estado. 

A fs. 204/206 se incorpora el dictamen del Procurador General. 

A fs. 215 se llama al acuerdo para sentencia y a fs. 216 se deja constancia del orden de estudio en la causa. 

De conformidad con lo establecido en el art. 160 de la Constitución de la Provin-cia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente la acción procesal administrativa in-terpuesta? 

SEGUNDA CUESTIÓN: En su caso, ¿qué solución corresponde? 

TERCERA CUESTIÓN: Costas. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN EL DR. OMAR PALERMO, DIJO: 

I. Del análisis relativo al procedimiento previo a la interposición de la presente acción (Expediente administrativo n° 73.886, caratulado: "Federación de Colegio de Abogados y Procuradores de Mza. Remite expte. 313 T.L. p/ Apelación", el cual quedó registrado en el Tribunal A.E.V. bajo el n° 78.885), sumado al de la prueba arri-mada a la causa y de los hechos afirmados y no discutidos por las partes, surge que me-diante resolución dictada el 31.03.2009 el Tribunal de Etica y Disciplina del Colegio de Abogados y Procuradores de la Primera Circunscripción Judicial consideró acreditado que el denunciante M.A.C.. le encomendó una labor profesional al suma-riado Dr. L.O.T., quien no promovió el juicio que se le encomendara y fue remiso para dar explicaciones y rendirle cuentas al comitente (ver fs. 53/56 vta. del ex-pediente n° 1.045, caratulado: "T.L. p/ Sumario disciplinario").- 

Al resolver el recurso de apelación opuesto por el actor (en los términos del art.57 de la Ley 4956), por decisión unánime del 30/04/2010, la Federación de Colegio de Abogados y Procuradores confirmó la sentencia. Para así resolver consideró, en lo cen-tral: a) que el testimonio del denunciante se encuentra corroborado por el acuerdo de solución del conflicto en la causa penal, donde el profesional reconoció haber recibido dinero y documentación para promover un juicio que nunca inició; y b) que es deber del Tribunal de Etica estimar el mérito de todos los antecedentes disciplinarios (ver. fs. 77/79 vta. del expediente n° 313, caratulado: "T.L. p/ Apelación").- 

La Sala Tercera de la Suprema Corte rechazó el recurso de apelación opuesto por el actor contra lo resuelto por la Federación, en los términos del art. 57 de la Ley 4976. Para así decidir sostuvo que los agravios del actor son insuficientes para rebatir la conclusión principal que sostiene la sentencia; esto es, que la validez del testimonio del denunciante fue corroborada por el acuerdo celebrado en sede penal en donde el profe-sional reconoció haber recibido el encargo profesional cobrando por anticipado; y en el que también se comprometió a reintegrar los $ 600 recibidos. De este modo el organis-mo de superintendencia concluyó que los propios actos del actor quitan razón al agravio por el cual se postula que la denuncia es totalmente falta. Asimismo, se entendió que cobrar sumas de dinero sin brindar servicios profesionales es un hecho que indudable-mente ocasiona daño material (ver fs. 94/95 vta. del expediente n° 73.886, caratulado: "Federación de Colegio de Abogados y Procuradores de Mendoza remite expediente n° 313 T.L. p/ Apelación).- 

II.- El actor plantea la nulidad de la resolución dictada el 31-3-2009 por el Tri-bunal de Ética y Disciplina de la Primera Circunscripción Judicial de Mendoza, a fs. 53/56 vta. del expediente n° 1.045, caratulado:"T.L. p/ Sumario disciplinario", por la cual se le impuso la sanción de sesenta (60) días de suspensión en el ejercicio de la profesión (art. 47, inc. 4, Ley 4976). 

Como primer agravio expresa que el Honorable Tribunal de Ética y Disciplina da por acreditados los hechos invocados por el denunciante sobre la base de una simple declaración, como única y determinada prueba, sin ser corroborada por otro medio. 

Como segundo agravio sostiene que el Tribunal de Ética faltó a las normas de la ética profesional al no haber observado los deberes de lealtad, probidad y buena fe pues-to que mal interpretó los hechos: en este sentido reitera que nunca tomó el trabajo ni cobró dinero alguno, sino que se trató de un simple asesoramiento al denunciante, y na-da más. Asimismo, sostiene que el hecho imputado -haber cobrado elevados honorarios por una gestión que no realizó- no surge de ninguna prueba. 

En tercer término cuestiona que se haya tomado en su contra un antecedente anterior al año 2000, a partir del cual se concluyera que el actor persiste en una conducta desaprensiva frente a sus clientes, cuando su historial no registra otra circunstancia en casi treinta y cinco años en el ejercicio de la profesión. 

Por último, considera que la pena es excesiva y gravosa. 

Al responder el traslado de las contestaciones a la demanda sostiene que el hecho de haber llegado a un acuerdo (con el denunciante) en sede penal, no significa que haya reconocido el requerimiento, sino que tuvo que recurrir al instituto de la solución del conflicto (previsto en los arts. 5 y 26 del C.P.P.) para poner fin a un problema; que si bien podría haberlo discutido o defendido en el proceso penal, por una cuestión de eco-nomía y practicidad, consideró "regalarle" al denunciante una suma de dinero. Ante ello insiste que no existe ninguna otra prueba -además del testimonio del propio Sr.Cortez- que corrobore los falsos dichos del denunciante. 

En la oportunidad de alegar agrega que el hecho de ser el actor un travesti reviste singular importancia puesto que tenía graves problemas personales con el vecino y con todo el edificio, por lo que pretendía obtener una reparación injusta, lo que se le hizo notar al no tomarle el caso. Así, al no lograrlo, lo denunció injusta e inmerecidamente. Por otra parte, agrega que la solución del conflicto en sede penal no significa reconoci-miento ni del hecho ni de la imputación. 

III.- El Colegio de Abogados y Procuradores demandado, luego de formular una negativa general y particular de lo afirmado en la demanda, relata los antecedentes del procedimiento que dio lugar a la sanción disciplinaria cuestionada. 

Sostiene que la acción debe ser desestimada porque, a diferencia de lo sostenido por el accionante, de la prueba producida en la causa quedó acreditado: a) que el denun-ciante Sr. Cortéz encomendó una labor profesional al Dr. T., b) que el Dr. T. cobró la suma de $ 600, c) que no promovió el juicio que le encomendó el denunciante y d) que el profesional fue remiso para dar explicaciones y rendirle cuentas al denuncian-te. 

Asimismo afirma que tales hechos son contrarios a los deberes prescriptos en los incisos 2° y 8° del art. 25, de la Ley 4976. 

Que la validez del testimonio (denuncia) del Sr. Cortéz se encuentra corroborada por el acuerdo celebrado en sede penal, donde el profesional sancionado reconoció haber recibido dinero y documentación para promover un juicio que nunca inició. Del mismo modo, al reintegrar al Sr.Cortéz la suma de $ 600 que reconoció haber recibido de éste, ello implica que el actor también admitió el encargo profesional 

Termina entonces por defender la razonabilidad de la conclusión a la que arriba-ra la sentencia disciplinaria, conforme la cual el profesional -actor- comprometió sus servicios sobre la base de la confianza que su cliente depositó en él, para luego abando-nar sus obligaciones en forma desaprensiva, sin emplear la mayor diligencia en la ges-tión encomendada e incurriendo en el abandono injustificado del ejercicio profesional con perjuicio de terceros, agravado por la circunstancia de haber recibido pagos impor-tantes por la tarea que no realizó. Lo cual contraría las normas contenidos en el art. 25, incs. 2) y 8), en el art. 46, inc. 6; de la Le y 4976; como así también en el art. 34, inc. 1), del Código de Ética de Abogados. 

IV.- El Fiscal subrogante entiende que, pese al testimonio de quien fue afectado por la infracción profesional, no ha logrado el actor conmover los fundamentos de la sanción. Así, el fallo se encuentra motivado en forma extensa, detallada y clara, como así también se encuentra respaldado por los elementos de juicio que trae a colación. Na-da puede argumentar el demandante frente a su reconocimiento de las circunstancias que se le imputan. Las manifestaciones contenidas en las actas obrantes a fs. 14 y 15 del expediente P-132.995, "F. c/ T., L.", son reveladoras, pues el compromiso que asumió el actor de reintegrar al denunciante la suma de $ 600 y de buscar la documenta-ción original, constituye un indicio de que percibió una fuerte suma del afectado y de que éste entregó (el dinero y la documentación) para el inicio de un trámite judicial que se le encomendó. Así, la inconducta profesional en el cumplimiento de las obligaciones expresamente impuestas por la Ley 4976 (art. 25, inc. 2 y art. 46, inc. 6) y por el Código de Ética (art. 34, inc. 1), es incontestable.Por todo lo cual recomienda que se desestime la demanda. 

Previo a resolver sobre los agravios expuestos por el actor es dable recordar que esta Corte ha adherido a la doctrina del Máximo Tribunal de la Nación de cuya confor-midad la matriculación en el Colegio implica el ejercicio del poder disciplinario sobre el inscripto y el acatamiento de éste al cumplimiento de los deberes y obligaciones fijados por la Ley 4976. Es decir el acto de matricularse por parte del letrado implica su incor-poración al régimen de la ley y su sometimiento al poder disciplinario del Colegio de Abogados. Así, se ha dicho que los fines públicos del Colegio de Abogados traen consi-go, por necesidad, la adjudicación correlativa de los medios idóneos para llevarlos a cabo, bajo la condición de que los que se usan sean razonables y compatibles con aque-llos, es decir, mientras no se le asignen facultades abusivas o impropias de su carácter de controlador de la matrícula (30/4/86 "Padilla, Miguel y otros c/Estado Nacional -Ministerio de Educación y Justicia"- LL 1986-D, p.316; citado en la sentencia registrada en LS 401-125). 

También cabe afirmar que -en palabras de Domingo J. SESÍN- como el ordena-miento utiliza conceptos abiertos que han de ser rellenados por sus destinatarios, la clave reside en interpretar a "quién" se delega y "cómo" se integra el contenido de lo delegado. Y en esta labor de interpretación jurídica el juez y el administrador tienen diverso come-tido. 

El agregado que inserta cada poder no es siempre el mismo. El administrador incorpora calificaciones que explicitan la juridicidad por medio de un juicio objetivo, así como también valoraciones subjetivas originales relacionadas con la oportunidad o con-veniencia.El juez, en cambio, sólo puede desarrollar elementos que ya forman parte del derecho, buscando la concreción de lo justo ante el caso concreto; no le preocupa el ac-cionar práctico y continuo del aparato estatal (en nuestro caso, del conjunto de los matri-culados), sino la aplicación del derecho. 

De este modo, el único que puede fijar el contenido de la norma es quien está llamado a aplicarla. La producción de la norma particular se deja a criterio del órgano competente, en un caso (la administración o tribunal de ética), para procurar lo más con-veniente al interés comunitario (en el sublite, el conjunto compuesto por quienes ejercen la profesión liberal), y, en el otro (la jurisdicción), para hacer justicia en el caso concre-to. Cuando la interpretación agote su metodología lógico-racional y no quede otra alter-nativa que la pregunta sobre cuál de las vías alternativas es la más conveniente, entra-mos en la "zona de reserva de la Administración" ("Administración pública. Actividad reglada. Discreción y técnica", Depalma, 2004, Cap. X, pto. XI., sub 7). 

En seguimiento de esta línea cabe interpretar que el órgano que está llamado en primer término a interpretar el alcance de los deberes, prohibiciones e incompatibilida-des que pesan sobre los abogados que ejercen su profesión ante los estrados provinciales -como el actor-, como así también la de calificar la conducta de los matriculados, es el Tribunal de Ética del Colegio de Abogados (conf. art. 44, Ley 4976). Luego la Federa-ción de Colegios de Abogados y Procuradores de la Provincia y, finalmente, la Sala Ter-cera de la Suprema Corte de Justicia -con funciones administrativas- que actúa en últi-ma instancia (conf. art.144, inc.12, Constitución Provincial). 

En razón de lo expuesto, es de plena aplicación al caso el criterio varias veces reiterado por este Tribunal en cuanto a que la apreciación de los hechos, la gravedad de la falta y la graduación de las sanciones pertenece al ámbito de las facultades discrecio-nales del tribunal administrativo, en cuyo ejercicio éste no debe ser sustituido por los jueces, a quienes sólo cabe revisarlas en el caso de arbitrariedad o irrazonabilidad mani-fiestas; por lo que sólo cabe apartarse de las sanciones impuestas si las mismas no guar-dan proporcionalidad con la falta imputada o si los hechos no han sido probados (C.S.J.N. Fallos 303:1029; 304:1033; 306:1792; 307:1282; 312:607; 318:137; esta Sala in re "Suárez", del 5/7/84; "Gorrini", del 17/10/96; L.S.292-1; 296-134; 298-209; 299-110; 304-66, 347-178; 379-176, entre otros). 

Sentado el alcance de la revisión judicial del acto administrativo impugnado, y en orden al análisis sustancial de los agravios que sustentan la acción de marras, consi-dero que se encuentra fuera de debate el hecho que el sumario disciplinario fue iniciado a instancia del recurrente el 13-12-2006 por Miguel Angel Cortez contra el Dr. L.T. porque le había entregado una documentación y abonado sumas de dinero en concepto de honorarios y gastos judiciales a fin de iniciar un juicio por daños y perjui-cios contra un vecino; y a causa de que el abogado le aseveró en varias oportunidades sobre trámites, datos e individualización de un proceso judicial que no figura en los re-gistros de la Mesa de Entradas Centralizada en lo Civil y Comercial (MECC). Como prueba adjuntó un papel manuscrito con la siguiente expresión "Expte. n° 132.155, Cor-t{ez Miguel Angel c/ Monteavaro Manuel p/ Medida Previa - Cobro de pesos 24 Juzga-do Civil.- 

Asimismo, está probado que al día siguiente el Sr. C. realizó una denuncia penal contra el Dr.L.T., la cual dio origen a la causa P.132.995/06, caratulada: "Fc. c/ T,L. p/." (que quedó registrada en el Tribunal A.E.V. bajo el n° 80.063); y que en fecha 9-3-2007 llegaron a una conciliación, "comprometiéndose el Sr. T. a reintegrarle la suma de seiscientos pesos y a buscar la documentación original que el denunciante le entregara oportunamente para el inicio del trámite judicial que le enco-mendara" (ver fs. 14, de la causa penal). Seguidamente, el 29-3-2007, Miguel Ángel Cortez compareció a la Unidad Fiscal interviniente (Capital) y manifestó que el Dr. To-rres había cumplido parcialmente con lo pactado ya que se excusó por la pérdida invo-luntaria de la documentación, "excusas aceptadas por mí, por lo que no tengo nada más que reclamarle" (ver fs. 15). En apoyo de lo dicho se adjuntó copia certificada del recibo extendido por el Sr. C.al Dr. T. "en concepto de devolución de dinero entrega-do para gastos y honorarios convenidos, por un trámite que le había encomendado." (ver fs. 16). 

También consta que el 30-4-2007 se inició una causa N° 181.160, caratulada: "C.M.A. C/ M.M. P/ B.L.S.G." ante el Décimo Séptimo Juzgado Civil (ver informe a fs. 21, del expediente 73.886 y sus incor-porados); por otra parte el 27-6-2007, con el patrocinio de la abogada Débora Kaul se dio inicio a otra causa N° 181.335, caratulada: "C.M.A. C/ M.M. P/ COBRO DE PESOS", en el mismo Juzgado Civil (el cual obra en el Tribunal A.E.V. n° 82.279). 

Tampoco existe duda respecto de que el abogado L.O.T. fue citado por el Colegio de Abogados a fin de dar explicaciones. Presentó un escrito en el cual sostuvo que simplemente asesoró y le confeccionó una carta documento al denunciante, y que le dijo que no podía continuar o llevarle el juicio, porque no le resultaba interesan-te su cuantía económica.Asimismo, sostuvo que el dinero que supuestamente le había cobrado no es tal y que le devolvió lo que le pedía a los fines de terminar con la situa-ción. Luego de elevadas las actuaciones al Tribunal de Ética, el profesional fue debida-mente citado para que ejerza su defensa y se lo declaró rebelde por no haber compareci-do (ver fs. 13, 14 y 16, del expediente n° 73.886). 

Para finalizar el acápite referido a los hechos probados sólo resta destacar que el Sr. C. ratificó y aclaró su denuncia ante el Tribunal de Ética, previa citación a una audiencia de la cual fue debidamente notificado el actor (ver fs. 35, 38 y 43 del expe-diente n° 73.886). 

Así las cosas, como primera conclusión, entiendo que la conducta reprochada al actor está debidamente acreditada no sólo en las expresiones del denunciante por cuanto también se coligen de las propias expresiones, actitudes y actividad posterior del propio profesional: primero al reconocer -en el marco de un proceso penal- que se le encomen-dó la realización de un trámite judicial en cuyo motivo recibió dinero y documentación, lo cual contrasta con la ausencia de recibos documentados. Y, segundo, con la desapren-siva defensa ejercida durante el sumario donde no se ofreció medio de prueba alguna para sostener su descargo. 

Por lo demás, lo denunciado por quien fuera cliente del actor tiene plena correla-ción con el resto de las pruebas arrimadas a la causa, tanto en lo referente a la situación que dio motivo a la labor abogadil del actor, como al desenvolvimiento de la relación entre el profesional y q uien fuera su cliente, y al modo cómo concluyó la misma. 

VII. En lo referente a la calificación legal y a la pena aplicada, el Tribunal de Disciplina le imputó al actor haber violado los deberes consagrados en el art. 25 de la Ley 4976, en específico los previstos en el inc. 2 y los regulados en el inc. 8.También se consideró que el actor había incumplido los deberes que fijan los arts. 10; 11; 29, inc. 2; 34, inc. 1 y 2 del Código de Ética. 

Dentro del Capítulo III, titulado "Derechos, deberes, prohibiciones e incompatibilida-des", el art. 25 de la Ley 4976 prescribe que son "deberes" del abogado, entre otros, el "observar una conducta ajustada a los principios de lealtad, probidad y buena fe" (inciso 2). Luego, en el art. 45 del mismo cuerpo legal con toda claridad se establece que la res-ponsabilidad profesional (ética) del abogado "emerge de la violación de los deberes, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades regulados. y de toda otra conducta que pueda afectar las reglas de ética impuestas por la naturaleza de la profesión y el uso forense,. y el buen nombre de las asociaciones profesionales creadas" por esa ley. 

El art. 46 expresa que "constituyen, en particular, causas de responsabilidad pro-fesional" la "violación de las normas de ética que sancionara la Federación de Colegios de Abogados y Procuradores de la Provincia" (inciso 4). 

Por su parte, el referido Código de Ética (ver el sitio web del Colegio de Aboga-dos: http://gator4111.hostgator.com/~uv0138/etica.php?id=eticacodigo&fmt=1) estable-ce en su SECCION III que constituyen deberes del abogado hacia el cliente el guardar lealtad y dar información plena (art. 29), "siempre que sea necesario sobre el estado de la causa" (inciso 2); como así también el de "servir al cliente, cumpliendo la gestión" (art. 34) con "todo su saber, celo y dedicación personal" (inciso 1); y el de "poner leal y debido cuidado en propiedad ajena" y "devolver bienes, fondos y documentos" (art. 44), en virtud de lo cual siempre se debe expedir "recibo del dinero, bienes y documentos que reciba" (inc.3). La demora injustificada en restituir constituye falta grave a la ética profesional (inciso 4). 

De acuerdo con los criterios legislativos supra referidos, frente a los hechos pro-bados y demás antecedentes de la causa antes relatados, entiendo que es improcedente el planteo por cuanto la falta no ha sido incorrectamente enmarcada. 

En lo atinente a la sanción, el Tribunal de Ética y Disciplina del Colegio de Abo-gados y Procuradores de la Primera Circunscripción Judicial aplicó al actor 60 días de suspensión en el ejercicio de la profesión, conforme lo previsto en el art. 47, inc. 4 de la Ley 4976. Al momento de cuantificar la sanción se valoró que el profesional trató de mitigar en parte su falta devolviendo al denunciante los fondos percibidos de éste, pero también que el Dr. T. registra una sanción de 30 días de suspensión a partir del 15-5-2000 por haber violado los deberes prescritos en el inc. 8, del art. 25, y en el inc. 6 del art. 46, y en el inc. 1 del art. 34 del Código de Ética; en virtud de lo cual se apreció que el sumariado había incurrido en reiteración de similares inconductas frente a sus clien-tes. Por su parte, la Sala Tercera de la Suprema Corte (al rechazar el recurso de apela-ción opuesto por el actor contra lo resuelto por la Federación) sustentó que la cuantía de la sanción no luce desproporcionada frente a los antecedentes disciplinarios que registra el actor, también referidos a suspensiones en el ejercicio de la profesión: la primera por un mes (a partir del 15-5-2000) y otra de un año a partir del 15-3-2010 (conforme fue resuelto a fs. 133/134 del expediente n° 65.826, caratulado: "T.L.O. p/ Re-curso de apelación"). 

Dentro del capítulo III de la Ley 4976, el art. 47 prevé que "las conductas contra-rias al orden disciplinario., podrán ser castigadas con alguna de las siguientes sancio-nes:1.-advertencia o censura individual; 2.-advertencia o censura en presencia del con-sejo directivo; 3.-multa de hasta veinte (20) veces la suma fijada como arancel mínimo; 4.-suspensión en el ejercicio profesional de hasta dos (2) años"; y "5.-exclusión del ejer-cicio profesional". El régimen disciplinario también prevé la exclusión de la matrícula, pero reservada para causales específicas (conf. art. 49), en razón de lo cual cabe interpre-tar que el primer grupo de sanciones deben ser graduadas dentro un más amplio abanico de opciones "teniendo en cuenta las circunstancias del hecho, la entidad de las conse-cuencias que de él se hayan derivado en orden a los valores tutelados en la presente ley y los antecedentes del infractor" (conf. art. 48). 

En relación con este mandato legal, entonces, la sanción aplicada tampoco apa-rece como abiertamente desajustada frente a la conducta desplegada por el actor, su cali-ficación legal y los antecedentes disciplinarios del sumariado; por todo lo cual no existe vicio ni en la forma, ni el objeto ni en la voluntad del acto administrativo cuestionado. 

VIII.- En conclusión, en coincidencia con lo dictaminado por el Procurador Sub-rogante y si mis distinguidos colegas de Sala adhieren a los fundamentos antes expresa-dos, entiendo que corresponde rechazar la demanda. 

Así voto.- 

Sobre la misma cuestión, los Dres. ADARO y LLORENTE, adhieren al voto que antecede. 

A LA SEGUNDA CUESTION EL DR. OMAR PALERMO, DIJO: 

Corresponde omitir pronunciamiento sobre este punto puesto que se ha plantea-do para el eventual caso de resolverse afirmativamente la cuestión anterior. 

Así voto.- 

Sobre la misma cuestión los Dres. ADARO y LLORENTE, adhieren al voto que antecede. 

A LA TERCERA CUESTION EL DR. OMAR PALERMO, DIJO: 

Atento como han sido resueltas las cuestiones anteriores, las costas del proceso se imponen a la parte actora vencida (art. 36 del C.P.C.y 76 del C.P.A.). 

En cuanto a los honorarios, dado que el reclamo no tiene un sustento económico directo, resultan aplicables al caso las pautas contenidas en el art. 10 de la Ley Arancela-ria a los efectos regulatorios, encontrándose autorizado el Tribunal a ejercer esa facultad dentro de un amplio margen de discrecionalidad (L.A. 134-419). 

En el supuesto se valora que el objeto de la demanda está referido al régimen disciplinario local de la conducta de los abogados y que la cuestión no se extendió más allá de la relación particular entre el abogado y su cliente. Asimismo se valora la efecti-va labor realizada por los profesionales intervinientes en cada etapa procesal, la prueba rendida y el tiempo que insumió el proceso. Por todo ello, se estima justo y equitativo fijar en $ 5.400 el honorario por patrocinio de la parte ganadora. 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión los Dres. ADARO y LLORENTE, adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continua-ción se inserta: 

S E N T E N C I A : 

Mendoza, 13 de marzo de 2014.- 

Y VISTOS: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, fallando en definitiva, 

R E S U E L V E: 

1.- Rechazar la demanda deducida a fs. 13/15 por el Dr. L.O.T.. 

2.- Imponer las costas del proceso a la actora vencida (Art. 36 del C.P.C.). 

3.- Regular los honorarios profesionales de la siguiente manera: al Dr. Daniel Eduardo OSTROPOLSKY y al Dr. Víctor E. IBAÑEZ ROSAZ, en la suma de pesos NOVENTA ($ 90) a cada uno; a la Dra. María Emilia ABRAHAM, en la suma de pesos NOVECIENTOS ($ 900); al Dr. Eliseo J. VIDART, en la suma de pesos TRES MIL SEISCIENTOS ($ 3.600); al Dr. Pedro A. GARCIA ESPETXE, en la suma de pesos SETECIENTOS VEINTE ($ 720) y al Dr. Jorge Luis CAMPS, en la suma de pesos DOS MIL SETECIENTOS ($ 2.700); conf. arts. 10, 13, 31 y concs. de la Ley Arancela-ria. 

4.- Regular los honorarios diferidos en el auto de 176 de la siguiente manera: al Dr. Víctor E. IBAÑEZ ROSAZ, al Dr. Eliseo J. VIDART y al Dr. Jorge Luis CAMPS, en la suma de pesos CIENTO OCHENTA ($ 180) a cada uno; conf. art. 10, 13, 15 y 31 de la L.A. 

5.- Dése intervención a la Caja Forense y a la Dirección General de Rentas. 

Regístrese, notifíquese y devuélvanse a origen las actuaciones administrativas y judiciales acompañadas. 

Dr. Omar PALERMO 

Dr. Pedro Jorge LLORENTE 

Dr. Mario Daniel ADARO

